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MEMORANDO
 
Para: ARMANDO LOZANO REYES 
Director de Norma Urbana 

 

De: SANDRA YANETH TIBAMOSCA VILLAMARÍN 
Directora de Análisis y Conceptos Jurídicos  

 
Fecha:  27 de mayo de 2015 

 
Radicado:1-2015-24224 
 
Asunto:consulta prescripción infracciones urbanísticas 
 

Hemos recibido copia de la petición de la referencia en la que el señor Juan Carlos Triviño 

Herrera solicita a la Dirección a su cargo  se dé respuesta a las inquietudes que se plantean en el 

mencionado escrito. 

 

Al respecto, se procede a contestar las preguntas que se encuentran en el marco de la competencia 

de esta Dirección, con el fin de que se complemente y se consolide la respuesta al peticionario, 

dado que la consulta involucra aspectos técnicos que deben ser evaluados por la Direccióna su 

cargo. 
 

“1.¿Sírvase informarnos si las infracciones urbanísticas, establecidas en el artículo 103 de la ley 388 de 

1997, PRESCRIBEN a los 2 años de haberse realizado, en el caso que no se haya adelantado algún 

proceso sancionatorio contra ellas? -en especial aquellas actuaciones urbanísticas en las cuales no 

se acredita licencia de construcción o en que las obras desarrolladas no se ajustan a ella. 
 

El argumento de la prescripción a los 2 años de las infracciones urbanísticas que no se pueden ver 

desde la calle, es esgrimido por varias Alcaldías locales del Distrito Capital, cerrando con ello 

procesos entablados contra ciudadanos que construyen incumpliendo las normas de construcción. 

¿Este argumento tiene algún soporte jurídico?, por favor sustente”. 
 

En este punto, lo solicitado es de competencia de la Oficina Asesora de Jurídica de la Secretaria 

Distrital del Gobierno
1
;por tanto, mediante radicado 2-2015- 21916 del 7 de mayo de 2015, se 

trasladó el derecho de petición del asuntoen el marco del artículo 33 del Código Contencioso 

Administrativo (Decreto Nacional 01 de 1984), con el fin de que el ámbito de sus competencias 

se dé respuesta a este cuestionamiento, de lo cual se le informó al peticionario con el radicado 2-

2015-25006 del pasado 25 de mayo.  
 

“2.Siendo la ley 388 de 1997, una norma de carácter nacional, ¿el concepto de Infracción Urbanística, 

abarca a toda obra desarrollada sin licencia o sin ajustarse a ella, construida en cualquier parte de 

                                            
1
Artículo 8, literal h) del Decreto Distrital 539 de 2006“Por el cual se determina el objeto, la estructura organizacional y las funciones de la Secretaría 
Distrital de Gobierno y se dictan otras disposiciones” 
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Colombia, y realizada en cualquier tipo de inmueble, tenga este o no valores patrimoniales?” 
 

Como lo señala, la Ley 388 de 1997 es una norma de carácter nacional al igual que la Ley 810 de 2003 

que la modificó, por consiguiente, sus disposiciones son aplicables en todo el territorio nacional. 
 

Los  artículos 1º y 2° de la Ley 810 de 2003
2
 que modificaron los artículos 103 y 104 de la Ley 

388 de 1997, contemplan la definición de infracciones urbanísticas y las sanciones que se aplican 

por incurrir en las mismas. Las citadas disposiciones señalan, respectivamente: 
 
- “Infracciones urbanísticas. Toda actuación de construcción, ampliación, modificación, adecuación y 

demolición de edificaciones, de urbanización y parcelación, que contravenga los planes de ordenamiento 
territorial y las normas urbanísticas que los desarrollan y complementan incluyendo los planes parciales, 

dará lugar a la imposición de sanciones urbanísticas a los responsables, incluyendo la demolición de las 
obras, según sea el caso, sin perjuicio de la eventual responsabilidad civil y penal de los infractores. 

Para efectos de la aplicación de las sanciones estas infracciones se considerarán graves o leves, según se 

afecte el interés tutelado por dichas normas. 
 

Se considera igualmente infracción urbanística, la localización de establecimientos comerciales, 
industriales, institucionales y de servicios en contravención a las normas de usos del suelo, lo mismo que 

el encerramiento, la intervención o la ocupación temporal o permanente del espacio público con 

cualquier tipo de amoblamiento, instalaciones o construcciones, sin la respectiva licencia. 

Los municipios y distritos establecerán qué tipo de amoblamiento sobre el espacio público requiere de la 

licencia a que se refiere este artículo, así como los procedimientos ycondiciones para su expedición. 

En los casos de actuaciones urbanísticas
3
, respecto de las cuales no se acredite la existencia de la 

licencia correspondiente o que no se ajuste a ella, el alcalde o su delegado, de oficio o a petición de 
parte, dispondrá la medida policiva de suspensión inmediata de todas las obras respectivas, hasta 

cuando se acredite plenamente que han cesado las causas que hubieren dado lugar a la medida. 

En el caso del Distrito Capital, la competencia para adelantar la suspensión de obras a que se refiere 

este artículo, corresponde a los alcaldes locales, de conformidad con lo dispuesto en el Estatuto 

Orgánico del Distrito Capital”.(sublíneas fuera de texto) 

- “Sanciones urbanísticas. El artículo 66 de la Ley 9ª de 1989 quedará así: 

Las infracciones urbanísticas darán lugar a la aplicación de las sanciones a los responsables que a 

continuación se determina, por parte de los alcaldes municipales y distritales, el gobernador del 

                                            
2
“Por medio de la cual se modifica la Ley 388 de 1997 en materia de sanciones urbanísticas y algunas actuaciones de los curadores urbanos y se 

dictan otras disposiciones.” 

 

3Artículo   36 de la Ley 388 de 1997 “Actuación urbanística pública. Son actuaciones urbanísticas la parcelación, urbanización y edificación de 
inmuebles. Cada una de estas actuaciones comprenden procedimientos de gestión y formas de ejecución que son orientadas por el componente 

urbano del plan de ordenamiento y deben quedar explícitamente reguladas por normas urbanísticas expedidas de acuerdo con los contenidos y 
criterios de prevalencia establecidos en los artículos 13, 15, 16 y l7 de la presente Ley”. 
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departamento de San Andrés y Providencia o el funcionario que reciba la delegación, quienes las 

graduarán de acuerdo con la gravedad y magnitud de la infracción y la reiteración o reincidencia en la 
falta, si tales conductas se presentaren: 

1. Multas sucesivas que oscilarán entre quince (15) y treinta (30) salarios mínimos legales diarios 
vigentes por metro cuadrado de área de suelo afectado, sin que en ningún caso la multa supere los 

quinientos (500) salarios mínimos mensuales legales vigentes, para quienes parcelen, urbanicen o 

construyan en terrenos no urbanizables o no parcelables, además de la orden policiva de demolición de 

la obra y la suspensión de servicios públicos domiciliarios, de conformidad con lo señalado por la Ley 

142 de 1994. 

En la misma sanción incurrirán quienes parcelen, urbanicen o construyan en terrenos afectados por el 

plan vial, de infraestructura de servicios públicos domiciliarios, o destinado a equipamientos públicos. 

Si la construcción, urbanización o parcelación se desarrollan en terrenos de protección ambiental, o 
localizados en zonas calificadas como de riesgo, tales como humedales, rondas de cuerpos de agua o de 

riesgo geológico, la cuantía de las multas se incrementará hasta enun ciento por ciento (100%) sobre las 

sumas aquí señaladas, sin perjuicio de las demás responsabilidades y sanciones legales a que haya 
lugar. 

2. Multas sucesivas que oscilarán entre doce (12) y veinticinco (25) salarios diarios vigentes por metro 

cuadrado de intervención u ocupación, sin que en ningún caso la multa supere los cuatrocientos (400) 

salarios mínimos mensuales legales vigentes, para quienes intervengan u ocupen, con cualquier tipo de 
amoblamiento, instalaciones o construcciones, los parques públicos zonas verdes y demás bienes de uso 

público, o los encierren sin la debida autorización de las autoridades encargadas del control del espacio 

público, además de la demolición de la construcción o cerramiento y la suspensión de servicios públicos 
domiciliarios, de conformidad con lo señalado en la Ley 142 de 1994. Esta autorización podrá 

concederse únicamente para los parques y zonas verdes por razones de seguridad, siempre y cuando la 
trasparencia del cerramiento sea de un 90% como mínimo, de suerte que se garantice a la ciudadanía el 

disfrute visual de los parques o zonas verdes y que no se vulnere su destinación al uso de común. 

En la misma sanción incurrirán quienes realicen intervenciones en área que formen parte del espacio 

público que no tengan el carácter de bienes de uso público, sin contar con la debida licencia o 

contraviniéndolo, sin perjuicio de la obligación de restitución de elementos que más adelante se señala. 

3. Multas sucesivas que oscilarán entre diez (10) y veinte (20) salarios mínimos legales diarios vigentes 

por metro cuadrado de intervención sobre el suelo o por metro cuadrado de construcción según sea el 

caso, sin que en ningún caso la multa supere los trescientos (300) salarios mínimos mensuales legales 

vigentes, para quienes parcelen, urbanicen o construyan en terrenos aptos para estas actuaciones, sin 

licencia, y la suspensión de los servicios públicos domiciliarios, de conformidad con lo señalado en la 

Ley 142 de 1994. 

También se aplicará esta sanción a quienes demuelan inmuebles declarados de conservación 

arquitectónica o realicen intervenciones sobre los mismos sin la licencia respectiva, o incumplan las 

obligaciones de adecuada conservación, sin perjuicio de la obligación de reconstrucción prevista en la 
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presente ley. En estos casos la sanción no podrá ser inferior a los setenta (70) salarios mínimos 

mensuales legales vigentes. 

4. Multas sucesivas que oscilan entre ocho (8) y quince (15) salarios mínimos legales diarios vigentes 

por metro cuadrado de intervención sobre el suelo o por metros cuadrados de construcción según sea el 
caso, sin que en ningún caso la multa supere los doscientos (200) salarios mínimos legales vigentes para 

quienes parcelen, urbanicen o construyan en terrenos aptos para estas actuaciones en contravención a lo 

preceptuado en la licencia, o cuando esta haya caducado, y la suspensión de servicios públicos 

domiciliarios, de conformidad con lo señalado en la Ley 142 de 1994. 

En la misma sanción incurrirán quienes usen o destinen un inmueble a un uso diferente al señalado en la 

licencia, o contraviniendo las normas urbanísticas sobre usos específicos del suelo. 

En el caso de establecimientos comerciales que no cumplan con las normas referentes a usos del suelo se 

aplicarán, en lo pertinente, los procedimientos y las sanciones previstas para este tipo de infraccionesen 
la Ley 232 de 1995 ó en aquellas normas que la adicionen, modifiquen o complementen. 

5. La demolición total o parcial de las obras desarrolladas sin licencia, o de la parte de las mismas no 

autorizada o ejecutada en contravención a la licencia, a costa del interesado, pudiéndose cobrar por 

jurisdicción coactiva si es del caso, cuando sea evidente que el infractor no se puede adecuar a la norma. 

Parágrafo. Tiene el carácter de grave toda infracción urbanística contemplada en la presente Ley que 

genere impactos ambientales no mitigables o el deterioro irreparable de los recursos naturales o del 
patrimonio arquitectónico y cultural la reincidencia de la falta, o la contravención a normas urbanísticas 

estructurales del Plan de Ordenamiento Territorial de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 de la 

Ley 388 de 1997, así como la contravención a las normas establecidas en la Ley 400 de 1997”(Sublíneas 

fuera de texto). 

En concordancia con la normatividad transcrita, se puede señalar en primer término que las 

actuaciones que constituyen infracción urbanística están precisadas en la Ley, y dan lugar a la 

aplicación de las sanciones a los responsables, por parte de los alcaldes municipales y distritales, 

el gobernador del Departamento de San Andrés y Providencia o el funcionario que reciba la 

delegación. Siendo claro que el ámbito de su aplicación es nacional.  
 

En los casos de actuaciones urbanísticas, respecto de las cuales no se acredite la existencia de la 

licencia correspondiente o que no se ajuste a ella, se prevé además que el alcalde o su delegado, 

de oficio o a petición de parte, dispondrá la medida policiva de suspensión inmediata de todas las 

obras respectivas, hasta cuando se acredite plenamente que han cesado las causas que hubieren 

dado lugar a la medida. 
 

Cuando se trate del Distrito Capital, la competencia para adelantar la suspensión de obras a que 

se refiere el artículo 103 de la Ley 388 de 1997, modificado por el  artículo 1° de la Ley 810 de 

2003, corresponde a los alcaldes locales, de conformidad con lo dispuesto en el Estatuto 
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Orgánico del Distrito Capital4. 
 

Igualmente, los artículos 2 (numeral 3, inciso 2) de la Ley 810 de 2003 y 106 de la Ley 388 de 

1997
5
, señalan que constituye infracción urbanística, la actividadejecutada sin licencia que 

consista en la demolición de una construcción o edificio de valor cultural, histórico o 

arquitectónico, lo cual dará lugar a la aplicación por parte de los Alcaldes Locales de la sanción 

de reconstrucción de lo indebidamente demolido. 
 

Así mismo, en cuanto a los inmuebles que contienen valores patrimoniales se establece en el 

parágrafo del artículo 2° de la Ley 810 de 2003, modificatorio del artículo 104 de la Ley 388 de 

1997, que tiene el carácter de grave toda infracción urbanística que genere el deterioro irreparable 

del patrimonio arquitectónico y cultural. 

 

De otra parte, la normativa nacional contempla un régimen especial en materia de licencias 

urbanísticas. En efecto, el literal b) del numeral 1 del artículo 11 del Decreto 1469 de 2010
6
, 

señala que no se requiere licencia de urbanización, parcelación, construcción o subdivisión en 

ninguna de sus modalidades para la ejecución de proyectos de infraestructura de la red vial 

nacional, regional, departamental y/o municipal; puertos marítimos y fluviales; infraestructura 

para la exploración y explotación de hidrocarburos; hidroeléctricas, y sistemas de abastecimiento 

de agua, saneamiento y suministro de energía; sin perjuicio de las demás autorizaciones, permisos 

o licencias que otorguen las autoridades competentes respecto de cada materia. Tampoco se  

requiere licencia urbanística de construcción en ninguna de las modalidades para la ejecución de 

estructuras cuyo comportamiento dinámico difiera de edificaciones convencionales. 
 

Lo anterior, se encuentra reglado en el artículo 192 del Decreto Ley 19 de 2012
7
, el cual 

determina: 

 
“Para el trámite de estudio y expedición de las licencias urbanísticas, se tendrá en cuenta lo siguiente: 
 

1. No se requerirá licencia urbanística de urbanización, parcelación, construcción o subdivisión en 

ninguna de sus modalidades para: 
 

                                            
4
Decreto Ley 1421 de 1993, artículo 86, numerales 6 y 9. 

5
“Obligación de reconstrucción de inmuebles de conservación. Sin perjuicio de las demás sanciones establecidas en las normas, cuando la 

actividad ejecutada sin licencia consistiera en la demolición de una construcción o edificio de valor cultural, histórico o arquitectónico, se 

procederá de manera inmediata a la paralización de dicha actividad, y se ordenará la reconstrucción de lo indebidamente demolido, según su 

diseño original, la cual deberá someterse a las normas de conservación y restauración que le sean aplicables. 
Si transcurrido el término determinado para la iniciación de las obras de reconstrucción, éstas no se hubieren iniciado, las obras se acometerán 

por el municipio, a costa del interesado, para lo cual se aplicará lo dispuesto en el artículo 69 de la Ley 9 de 1989.  

Las anteriores disposiciones se aplicarán igualmente a los propietarios y poseedores de inmuebles de conservación cultural, histórica y 
arquitectónica, que incumplan con las obligaciones de adecuado mantenimiento de los inmuebles, en razón de lo cual el inmueble amenace 

ruina. 

En los eventos de que trata este artículo no podrá otorgarse licencia para la edificación de obras diferentes a las de reconstrucción del 
inmueble”.  

6
“Por el cual se reglamentan las disposiciones relativas a las licencias urbanísticas; al reconocimiento de edificaciones; a la función pública que 

desempeñan los curadores urbanos y se expiden otras disposiciones” 
7
“Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración 

Pública” 

 



 

Este documento es una versión impresa del original que fue generado digitalmente. 

Es válido legalmente al amparo del artículo 12 del Decreto 2150 de 1995 y del artículo 7° de la Ley 527 de 1999. 

SECRETARÍA DISTRITAL DE PLANEACIÓNFolios: XXXXAnexos: XX 

No. Radicación: XXXXXXXXXXNo. Radicado Inicial: XXXXXXXXXX 

No. Proceso: 984254Fecha: XXXX-XX-XX   XX:XX 

Tercero:SECRETARIA DISTRITAL DE PLANEACION - SDP 

Dep. Radicadora: Dirección de Análisis y Conceptos Jurídicos 

a. La construcción, ampliación, adecuación, modificación, restauración, remodelación, reforzamiento, 

demolición y cerramiento de aeropuertos nacionales e internacionales y sus instalaciones, tales como 
torres de control, hangares, talleres, terminales, plataformas, pistas y calles de rodaje, radioayudas y 

demás edificaciones transitorias y permanentes, cuya autorización corresponda exclusivamente a la 
Aeronáutica Civil, de acuerdo con el Decreto-Ley 2724 de 1993 o las normas que lo adicionen, modifique 

o sustituya. 

 
b. La construcción, de proyectos de infraestructura de la red vial y férrea nacional, regional, 

departamental y/o municipal; puertos marítimos y fluviales; infraestructura para la exploración, 

explotación y distribución de recursos naturales no renovables, como hidrocarburos y minerales e 
hidroeléctricas. 

 

c. La construcción de las edificaciones necesarias para la infraestructura militar y policial destinadas a 

la defensa y seguridad nacional. 

 

2. No se requerirá licencia de construcción en ninguna de sus modalidades para la ejecución de 

estructuras especiales, tales como: puentes, torres de transmisión, torres y equipos industriales, muelles, 
estructuras hidráulicas y todas aquellas estructuras cuyo comportamiento dinámico difiera del de 

edificaciones convencionales. 

 
Cuando este tipo de estructuras se contemple dentro del trámite de una licencia de construcción, 

urbanización o parcelación no se computarán dentro de los índices de ocupación y construcción y 

tampoco estarán sujetas al cumplimiento de la Ley 400 de 1997 y sus decretos reglamentarios, o las 
normas que los adicionen, modifiquen o sustituyan. 

 

3. Solo requerirán licencia de construcción en cualquiera de sus modalidades, las edificaciones 

convencionales de carácter permanente que se desarrollen al interior del área del proyecto, obra o 

actividad de que tratan los literales b) y c) del numeral primero del presente artículo, con el fin de 

verificar únicamente el cumplimiento de las normas de sismo resistencia y de más reglamentos técnicos 

que resulten aplicables por razón de la materia. 
 

Dichas licencias serán otorgadas por el curador urbano o la autoridad municipal competente con 

fundamento en la Ley 400 de 1997 y sus decretos reglamentarios, o las normas que los adicionen, 
modifiquen o sustituyan; y en todas aquellas disposiciones de carácter especial que regulen este tipo de 

proyectos. En ninguno de los casos señalados en este numeral se requerirá licencia de urbanización, 

parcelación ni subdivisión. 
 

Parágrafo. 

 

 Lo previsto en el presente artículo no excluye de la obligación de tramitar la respectiva licencia de 

intervención y ocupación del espacio público, cuando sea del caso, de acuerdo con lo definido en el 

reglamento expedido por el Gobierno Nacional”. 

 
“3. Los aislamientos posteriores o patios traseros exigibles según las normas de la ciudad, ¿deben dar 

cumplimiento al artículo 935 del Código Civil Colombiano, ley 57 de 1887?” 
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El Código Civil Colombiano (Ley 57 de 1887) en el artículo 935 determina: 

 
“ESPECIFICACIONES DE LAS DISTANCIAS ENTRE CONSTRUCCIONES. No se pueden tener 

ventanas, balcones, miradores o azoteas, que den vista a las habitaciones, patios o corrales de un predio 
vecino, cerrado o no; a menos que intervenga una distancia de tres metros. 

 
La distancia se medirá entre el plano vertical de la línea más sobresaliente de la ventana, balcón, etc., y el 

plano vertical de la línea divisoria de los dos predios, siendo ambos planos paralelos. No siendo paralelos 

los dos planos, se aplicará la misma medida a la menor distancia entre ellos”. 
 

Como se observa la citada Ley establece unos parámetros en los que se definen las distancias 

entre construcciones. Al respecto, el Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá (Decreto 

Distrital 190 de 2004) establece el procedimiento para la precisión de la norma urbanística en 

determinados sectores del suelo de la ciudad, a través  de diversos instrumentos, dentro de los 

cuales se encuentran las fichas reglamentarias en el ámbito de las Unidades de Planeamiento 

Zonal. 

 

Frente a la relación de las normas específicas con la transcrita del Código Civil, se sugiere de 

estimarse necesario, que el área técnica amplíe la información precisando el acatamiento de la 

misma y su armonía con otras normas que apliquen del orden nacional.   

 

Cabe señalar que, cuando se requiere al interesado con el fin de que  proporcione informaciones o 

documentos necesarios para decidir, se debe tener en cuenta lo que sobre esta materia se 

establece en los artículos 12 y 13 Código Contencioso Administrativo (Decreto Nacional 01 de 

1984).  

 

Por último, se considera pertinente que en la respuesta final se le indique al peticionario que el 

concepto se emite en el marco del artículo 23 de la Constitución Política de Colombia, en 

concordancia con el artículo 25 del Decreto Nacional 01 de 1984, en aplicación del concepto con 

radicación interna 2243 del 28 de enero de 2015, emitido por la Sala de Consulta y Servicio Civil 

del Consejo de Estado. 

 

Cordialmente,  

 
Sandra Yaneth Tibamosca Villamarin 
Dirección de Análisis y Conceptos Jurídicos 
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